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Señor 
JUZGADO SEGUNDO 002 ADMINISTRATIVO DE BUGA  
 

DEMANDANTE:               MARILENY ALVAREZ VELEZ CC 66702303 
DEMANDADO:                ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES COLPENSIONES 
                                                   MUNICIPIO DE TULUÁ 
MEDIO DE CONTROL:    NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 
RADICACION:                  76111333300220190032500 
 

ASUNTO:  CONTESTACIÓN DE DEMANDA 

Cordial saludo, 

A través del presente correo, adjunto documentos en PDF los cuales contienen contestación de demanda, poder de sustitución, escritura pública así mismo,
adjunto enlace el cual contiene archivo comprimido de la carpeta administrativa de la demandante dentro del proceso de la referencia.

MARILENY ALVAREZ VELEZ CARPETA ADTVA.rar


Gracias por su atención. 

Atentamente, 

MARTHA ISABEL HERNÁNDEZ LUCERO 
Apoderada sustituta Administradora Colombiana de Pensiones Colpensiones 

https://nam02.safelinks.protection.outlook.com/?url=https%3A%2F%2F1drv.ms%2Fu%2Fs!ApfvYI4i6r17iH3Al9NeaAGTjcKp%3Fe%3DAgsBrv&data=04%7C01%7Cj02adtivobuga%40cendoj.ramajudicial.gov.co%7C92551ad5b2b147bc773e08d9dc57a3f2%7C622cba9880f841f38df58eb99901598b%7C0%7C1%7C637783091286211918%7CUnknown%7CTWFpbGZsb3d8eyJWIjoiMC4wLjAwMDAiLCJQIjoiV2luMzIiLCJBTiI6Ik1haWwiLCJXVCI6Mn0%3D%7C1000&sdata=6YwJ4k40XtbGBlObOFORZz6uJXud5xMv1hJSKJVOPyA%3D&reserved=0
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Señor 
 JUZGADO SEGUNDO 002 ADMINISTRATIVO DE BUGA ORAL 
E. S. D.          
 

DEMANDANTE:  MARILENY ALVAREZ VELEZ CC 66702303                  
RADICACION:   76111333300220190032500 
MEDIO DE CONTROL:  NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 
DEMANDADOS:  ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES COLPENSIONES 
                                        MUNICIPIO DE TULUÁ (VALLE) 
 
REFERENCIA:  CONTESTACIÓN DE DEMANDA 
 
 
MARTHA ISABEL HERNÁNDEZ LUCERO, quien es mayor de edad, abogada titulada y en ejercicio, 
portadora de la cédula de ciudadanía No. 1.115.078.966 de Buga (V), y T. P. No 289.240 del C.S. 
de la J., actuando en mi condición de apoderada sustituta del Doctor LUIS EDUARDO ARELLANO 
JARAMILLO, quien es mayor de edad, portador de la cédula de ciudadanía No. 16.736.240 y Tarjeta 
Profesional No. 56.302 del Consejo Superior de la Judicatura, en calidad de representante legal de 
la sociedad ARELLANO JARAMILLO & ABOGADOS SAS, identificada con NIT. No. 900.759-9, 
apoderado general de la  ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES COLPENSIONES, 
según consta en Escritura Publica No 3372 del 02 de septiembre de 2019 otorgada por la Notaria 
Novena (9°) del círculo Notarial de Bogotá, por medio del presente escrito cordialmente solicito al 
Despacho reconocerme personería para actuar de acuerdo al poder adjunto y estando dentro del 
término de la oportunidad procesal, de manera respetuosa me permito dar contestación a la 
demanda propuesta dentro del proceso de la referencia contra COLPENSIONES, para que mediante 
sentencia que haga tránsito a cosa juzgada se absuelva a mi representada de todas y cada una de 
las pretensiones propuestas en la demanda y se condene en costas a la demandante. 
 

NATURALEZA JURÍDICA DE LA ENTIDAD DEMANDADA, REPRESENTACIÓN 
LEGAL Y DOMICILIO. 

 
La Administradora Colombiana de Pensiones –COLPENSIONES- es una empresa 
industrial y comercial del estado del orden nacional, organizada como entidad financiera de 
carácter especial, vinculada al Ministerio de Trabajo con personería jurídica, autonomía 
administrativa y patrimonio independiente, cuyo objeto consiste en la administración estatal 
del régimen de prima media con prestación definida incluyendo la administración de los 
beneficios económicos periódicos de que trata el Acto Legislativo 01 de 2005 modificatorio 
del artículo 48 de la constitución Política, de acuerdo con lo que establezca la ley que los 
desarrolle.  
 
La representación legal la ejerce la doctora JUAN MIGUEL VILLA LORA identificado con la 
cédula de ciudadanía 12.435765 DE Valledupar quien obra en su calidad de Presidente 
grado 03 según consta en el Acuerdo No 138 de 17 de octubre de 2018, debidamente 
posesionada, con fecha de inicio del cargo 17 de octubre de 2018. El domicilio principal es 
la ciudad de Bogotá D.C., en la Carrera 10 No. 72-33 Torre B piso 11, número telefónico 
2170100. 
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PRONUNCIAMIENTO EXPRESO FRENTE A LAS PRETENSIONES DE LA DEMANDA. 
 
Con base en los fundamentos de hecho y de derecho que se relacionan en el presente 
asunto me opongo a todas y cada una de las pretensiones de la demanda. 
 
PRETENSIONES 
 
PRIMERO: respecto a esta pretensión es de indicar que al estar dirigida expresa y 
únicamente hacia el Municipio de Tuluá Valle del Cauca no es posible realizar un 
pronunciamiento de fondo, en el entendido que se relaciona respecto de actos 
administrativos expedidos por entidad diferente a la administradora colombiana de 
pensiones Colpensiones de la cual no se tiene competencia para pronunciarse.  
 
SEGUNDO: me opongo a que se declare la nulidad del acto administrativo SUB 108819 del 
07 de mayo de 2019 proferido por la Administradora Colombiana de Pensiones 
Colpensiones dada que la señora MARILENY ALVAREZ VELEZ no acredita los 
presupuesto establecidos en el artículo 39 de la ley 100 de 1993, modificado por el artículo 
1 de la ley 860 de 2003 para otorgar a su favor el reconocimiento de pensión de invalidez 
a su favor, esto por cuanto conforme al reporte de semanas cotizadas a pensión expedida 
por Colpensiones no se encuentra cotizadas las cincuenta semanas dentro de los tres años 
anteriores a la estructuración de la invalidez, esto es en el extremo temporal comprendido 
entre el día 26 de abril de 2013 y 26 de abril de 2016 razón por la cual el acto administrativo 
relacionado se encuentra ajustado a derecho.   
 
 
RESPECTO DE LAS CONSECUENCIAS DE LA REVOCATORIA SOLICITADA 
 
PRIMERO: me opongo que se ordene al Municipio de Tuluá a pagar presuntos aportes  
debidos a la Administradora Colombiana de Pensiones Colpensiones por cuanto en el caso 
concreto no existe mora alguna, lo anterior teniendo en cuenta la calidad de docente de la 
señora MARILENY ALVAREZ VELEZ y la aplicación del artículo 279 de la ley 100 de 1993 
relativo al régimen de excepción de los docentes, ley 91 de 1989 artículo 3 y ley 812 de 
2003 artículo 81, con lo cual se tiene que la entidad competente para amparar la 
contingencia es el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio y evidencia que 
no existe mora alguna que involucre a Colpensiones. 
 
SEGUNDO: me opongo que se ordene a la Administradora Colombiana de Pensiones 
Colpensiones a recibir aportes en mora por los periodos de cotización presuntamente 
omitidos por el Municipio de Tuluá, lo anterior por cuanto respecto del caso concreto no 
existe mora alguna teniendo en cuenta la aplicación del artículo 279 de la ley 100 de 1993 
relativo al régimen de excepción de los docentes, ley 91 de 1989 artículo 3 y ley 812 de 
2003 artículo 81 que evidencia que los pagos correspondiente fueron efectuados a favor 



  
 
 
 
 
 
 

 

 
Arellano Jaramillo & Abogados S.A.S. 

Calle 22 Norte # 6 AN 24 Oficina 606 Edificio Santa Mónica Central 
Cali – Colombia 
www.aja.net.co 

del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, teniendo en cuenta la calidad 
de docente de la señora MARILENY ALVAREZ VELEZ. 
 
TERCERO: me opongo que se ordene a la Administradora Colombiana de Pensiones 
Colpensiones a recibir presuntas cotizaciones de mora y como consecuencia de ello 
reconocer y pagar pensión de invalidez a favor de la señora MARILENY ALVAREZ VELEZ, 
por cuanto no existe Fundamento jurídico aplicable, lo anterior debido a que las cotizaciones 
correspondientes por labor desempeñada como docente fueron realizadas a favor del 
Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio por aplicación de lo preceptuado 
en el artículo 279 de la ley 100 de 1993, ley 91 de 1989 artículo 3 y ley 812 de 2003 artículo 
81, como consecuencia de ello y a partir del reporte de semanas cotizados a pensión 
expedido por la Administradora Colombiana de Pensiones Colpensiones se tienen que no 
se satisfacen los requisitos del artículo 39 de la ley 100 de 1993, modificado por el artículo1  
de la ley 860 de 2003 dado que no se acredita la densidad de semanas para efectuar el 
reconocimiento de pensión de invalidez a cargo de la Administradora Colombiana de 
Pensiones .  
 
CUARTO: me opongo que se ordene a la Administradora Colombiana de Pensiones 
Colpensiones a pagar a favor de la señora MARILENY ALVAREZ VELEZ retroactivo por 
concepto de pensión de invalidez por cuanto la pretensión circunscrita en el reconocimiento 
y pago de pensión de invalidez carece de fundamento jurídico según lo estipulado en el 
artículo 39 de la ley 100 de 1993, modificado por el artículo 1 de la ley 860 de 2003 habida 
cuenta que no se encuentran acreditas la densidad de semanas mínimas para causar 
derecho alguno. 
 
QUINTO: me opongo a que se condene a la Administradora Colombiana de Pensiones 
Colpensiones al pago de intereses moratorios según lo contemplado en el artículo 141 de 
la ley 100 de 1993 en el entendido que la entidad demandada no ha suscitado acto alguno 
que implique el incumplimiento de obligación a su cargo, aunado a lo anterior al ser una 
pretensión accesoria no está llamada a prosperar en tanto existe fundamento jurídico para 
negar la pretensión principal.   
 
SEXTO:   Me opongo que se condene a mi representada la Administradora Colombiana de 
Pensiones – COLPENSIONES   al pago de costas que se lleguen a causar en el presente 
proceso, toda vez que la pretensión carece de fundamente factico y jurídico teniendo en 
cuenta la imposibilidad de reconocer pensión de invalidez a favor de la señora MARILENY 
ALVAREZ VELEZ por aplicación del artículo 39 de la ley 100 de 1993 modificada por el 
artículo 1 de la ley 860 de 2003 en los términos pretendidos con la demanda lo cual 
ocasiona que no se genere condena en contra de la entidad que represento. 
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PRETENSIONES SUBSIDIARIAS. 
 
PRIMERO: respecto a esta pretensión es de indicar que al estar dirigida expresa y 
únicamente hacia el Municipio de Tuluá Valle del Cauca no es posible realizar un 
pronunciamiento de fondo, en el entendido que se relaciona respecto de actuaciones a 
futuro actos de una entidad diferente a la administradora colombiana de pensiones 
Colpensiones respecto de la cual no se tiene injerencia. 
 
SEGUNDO: me opongo que se condene a la Administradora Colombiana de Pensiones 
Colpensiones al pago por concepto de indexación por cuanto la pretensión circunscrita en 
efectuar el reconocimiento de pensión de invalidez en el RPM administrado por 
Colpensiones carece de fundamento jurídico por aplicación de lo establecido en el artículo 
39 de la ley 100 de 1993 modificada por el artículo 1 de la ley 860 de 2003, en tanto no se 
acreditan los requisitos para reconocer prestación que solicita la parte demandante.   

 
 

PRONUNCIAMIENTO EXPRESO Y CONCRETO SOBRE CADA UNO DE LOS HECHOS 
DE LA DEMANDA 

 
PRIMERO: ES CIERTO que la señora MARILENY ALVAREZ VELEZ nació el día 04 de 
agosto de 1968 según consta en la copia del documento de identidad No. 66.702.303 de 
Roldanillo adjunto con el traslado de la demanda.  
 
SEGUNDO: NO LE CONSTA a mi representada la Administradora Colombiana de 
Pensiones Colpensiones las manifestaciones respecto de la fecha exacta de nombramiento 
en provisionalidad de la señora MARILENY ALVAREZ VELEZ en la Institución educativa 
San Juan de Barragán, pues es un hecho que no corresponde a mi representada al 
predicarse respecto de una entidad diferente, por lo tanto, debe ser probado por quien 
pretende hacerlo valer. 
 
TERCERO: NO LE CONSTA a mi representada la Administradora Colombiana de 
Pensiones Colpensiones las manifestaciones respecto del tiempo de vinculación en el 
extremo temporal comprendido en el año 2008 a junio de 2015, pues es un hecho que no 
corresponde a mi representada al predicarse respecto de una entidad totalmente diferente 
siendo imposible dar certeza respecto de los extremos temporales exactos por ende, es un 
hecho ajeno a las actividades propias de Colpensiones al no estar referido a ella y debe ser 
probado por quien pretende hacerlo valer. 
 
CUARTO: NO LE CONSTA a mi representada la Administradora Colombiana de Pensiones 
Colpensiones las manifestaciones relativas a la terminación de vinculación de la señora 
MARILENY ALVAREZ VELEZ en calidad de docente, pues es un hecho que no 
corresponde a mi representada al predicarse respecto de una entidad totalmente diferente, 
por ende, debe ser probado por quien pretende hacerlo valer. 
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QUINTO: ES CIERTO que la Junta Regional de Calificación del Valle del Cauda a través 
de dictamen No. 66702303-2834 del 30 de mayo de 2017, determinó una pérdida de 
capacidad laboral y ocupacional de la señora MARILENY ALVAREZ VELEZ en porcentaje 
equivalente a 59,02%, con fecha de estructuración del día 26 de abril de 2016 cuyo rigen 
corresponde a enfermedad común. 
 
SEXTO: NO LE CONSTA a mi representada la Administradora Colombiana de Pensiones 
Colpensiones las manifestaciones respecto de solicitudes elevadas al municipio de Tuluá 
(V), pues es un hecho que no corresponde a mi representada al predicarse respecto de una 
entidad totalmente diferente, por ende, es un hecho ajeno a las actividades propias de 
Colpensiones al no estar referido a ella y debe ser probado por quien pretende hacerlo 
valer. 
 
SÉPTIMO: NO LE CONSTA a mi representada la Administradora Colombiana de 
Pensiones Colpensiones las manifestaciones concernientes a los pronunciamientos del 
municipio de Tuluá (V), pues es un hecho que no corresponde a mi representada al 
predicarse respecto de una entidad totalmente diferente, por ende, es un hecho ajeno a las 
actividades propias de Colpensiones al no estar referido a ella y debe ser probado por quien 
pretende hacerlo valer o aceptado a quien corresponda. 
 
OCTAVO: ES CIERTO que el día 23 de enero de 2019 se elevó reclamación administrativa 
ante la Administradora Colombiana de Pensiones Colpensiones, con el fin de obtener el 
reconocimiento y pago de pensión de invalidez según consta en documento con radicado 
2019_906332 adjunto con el escrito de demanda.   
 
NOVENO: ES CIERTO que la Administradora Colombiana de Pensiones Colpensiones a 
través de resolución SUB 108819 del 07 de mayo de 2019, resolvió solicitud de 
reconocimiento de pensión de invalidez a favor de la señora MARILENY ALVAREZ VELEZ 
de forma negativa  al no acreditar los requisitos del artículo 39 de la ley 100 de 1993, 
modificado por el artículo 1 de la ley 860 de 2003, esto es haber cotizado cincuenta (50) 
semanas dentro de los tres (3) años inmediatamente anteriores a la fecha de estructuración.  
 
DÉCIMO: NO LE CONSTA a mi representada la Administradora Colombiana de Pensiones 
Colpensiones las manifestaciones respecto del extremo temporal exacto laborado por la 
señora MARILENY ALVAREZ VELEZ con el Municipio de Tuluá (V), pues es un hecho que 
no corresponde a mi representada al predicarse respecto de una entidad totalmente 
diferente, por ende, debe ser probado por quien pretende hacerlo valer o aceptado por 
quien corresponda. 
 
DÉCIMO PRIMERO: NO ES CIERTO como se presenta, a partir de las consideraciones del 
acto administrativo SUB 108819 del 07 de mayo de 2019, con el cual se tiene que la señora 
MARILENY ALVAREZ VELEZ no acredita los requisitos del artículo 39 de la ley 100 de 
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1993, modificado por el artículo 1 de la ley 860 de 2003 y el reporte de semanas cotizadas 
en pensiones actualizado a 26 de julio de 2017 adjunto con la demanda.  
 
DÉCIMO SEGUNDO: NO ES CIERTO como se presenta dado que contra el acto 
administrativo SUB 108819 del 07 de mayo de 2019 expedido por la Administradora 
Colombiana de Pensiones Colpensiones no se evidencia documento alguno en el cual 
conste la interposición de recursos.  
 

EXCEPCIONES DE FONDO O PERENTORIAS 
    

1. INEXISTENCIA DE LA OBLIGACIÓN, CARENCIA DEL DERECHO Y COBRO DE LO 

NO DEBIDO. 

 
Esta excepción está fundamentada en el hecho de que la Administradora colombiana de 
pensiones Colpensiones al expedir su acto administrativo SUB 108819 del 07 de mayo de 
2019, a través del cual negó el reconocimiento de pensión de invalidez, dio aplicación a lo 
establecido en la ley para resolver dicha petición a partir de lo establecido en el artículo 38 
y artículo 39 de la ley 100 de 1993 modificada por el artículo 1 de la ley 860 de 2003; lo 
anterior teniendo en cuenta que la demandante MARILENY ALVAREZ VELEZ no acredita 
los presupuestos legales para otorgar dicho prestación a cargo de la Administradora 
Colombiana de Pensiones Colpensiones, puesto que no satisface la acreditación de 
semanas mínimas para la acusación del derecho pues de conformidad con el reporte de 
semanas cotizadas al RPM administrado por Colpensiones, la demandante no cuenta con 
cincuenta (50) dentro de los tres (3) años anteriores a la estructuración del estado de 
invalidez. Por lo expuesto, no se suscitan los presupuestos jurídicos para indilgar obligación 
a cargo de la Administradora Colombiana de pensiones COLPENSIONES.  Adicional a lo 
anterior, por aplicación del artículo 279 de la constitución política, ley 812 de 2003 artículo 
81 y ley 91 de 1989 no existe fundamento jurídico aplicable para ordenar a Colpensiones a 
recibir de parte del municipio de Tuluá presuntos aportes en mora, en tanto aquellos aportes 
debieron ser efectuados al Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio habida 
cuenta la calidad de docente de la demandante.   
 

2. PRESCRIPCIÓN Solicito se declare la prescripción tanto de la acción laboral como de 
los derechos sustanciales que pudieren verse afectados por dicho fenómeno, si a ello 
hubiera lugar, sin que la proposición de esta excepción implique el reconocimiento expreso 
u otra índole de la existencia de los derechos reclamados en el presente proceso ordinario 
laboral, para lo anterior solicito se de aplicación del artículo 151 del CPL y de la S. S y 488 
del C.S.T 
 
3. INNOMIDANA O GENERICA 
Sobre cualquier excepción que resulte demostrada dentro del proceso y que favorezca los 
intereses de mi mandante.  
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4. BUENA FE DE LA ENTIDAD DEMANDADA  

la Administradora Colombiana de Pensiones – COLPENSIONES en desarrollo de sus 
actos, se ha desempeñado dentro de los parámetros legales, siendo responsable en su 
labor misional que surge de la estricta aplicación de la constitución, la ley y precedente 
jurisprudencial que permite conceder o negar prestaciones ajustadas a derecho. 
 
5. FALTA DE LEGITIMACIÓN EN LA CAUSA POR PASIVA DE LA ADMINISTRADORA 
COLOMBIANA DE PENSIONES COLPENSIONES 
 
En este aspecto, es de precisar que frente a la Administradora Colombiana de Pensiones 
Colpensiones se suscita la figura jurídica de falta de legitimación en la causa por pasiva, 
teniendo en cuenta que la Entidad administra el Régimen de Prima Media con Prestación 
Definida y las pensiones y/o acreencias que reconoce son a favor de sus afiliados en donde 
la demandante no satisface requisitos para acreditación de derechos, en consecuencia al 
no existir mora alguna se concluye que el estudio de la prestación está en cabeza del Fondo 
Nacional de Prestaciones Sociales del magisterio, entidad a la cual le corresponde el 
reconocimiento de la pensión de invalidez solicita, en caso de acreditar los presupuestos 
para ello, partiendo de la afiliación y cotizaciones realizadas en aplicación del régimen de 
excepción previsto en el artículo 279 de la ley 100 de 1993, ley 91 de 1989 artículo 3 y ley 
812 de 2003 artículo 81 aplicado a individuos que ostentan calidad de docentes, lo cual 
implica que la Administradora Colombiana de Pensiones no pueda efectuar el 
reconocimiento de la prestación pretendida en tanto no existen aportes en mora descocidos 
por parte de Colpensiones y los mismos fueron válidamente realizados a entidad diferente.  
 
Por todo lo anteriormente referido, solicito al despacho se sirva declarar probadas las 
excepciones propuestas y en su lugar, absolver a la entidad demandada de las 
pretensiones de la demanda. 
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO Y RAZONES DE DERECHO DE LA DEFENSA 
 

A partir de las particularidades del caso es necesario precisar que conforme a lo establecido 
la jurisprudencia el estado de invalidez ha sido definido como una situación de infortunio 
derivada de la pérdida de capacidad laboral, así el artículo 38 de la ley 100 de 1993 
establece: 
 
“artículo 38.-Para los efectos del presente capítulo se considera invalida a la persona que 
por cualquier causa de origen no profesional, no provocada intencionalmente, hubiere 
perdido el 50% o más de su capacidad laboral” 
 
En el caso concreto, dicha situación se encuentra acreditada según dictamen de pérdida 
de capacidad laboral y ocupacional No 66702303-2834 del 30 de mayo de 2017, emitido 
por la Junta Regional de Calificación de Invalidez del Valle del Cauca, en el cual califica a 
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la señora MARILENY ALVAREZ VELEZ con una pérdida del 59.02% de capacidad laboral 
estructurada el día 26 de abril de 2016. 
  
Sin embargo, el artículo 39 de la ley 100 de 1993, modificado por la ley 860 de 2003 artículo 
1 establece:  
 
“ARTÍCULO 39. Modificado. Ley 860 de 2003, art. 1°. Tendrá derecho a la pensión de 
invalidez el afiliado al sistema que conforme a lo dispuesto en el artículo anterior sea 
declarado inválido y acredite las siguientes condiciones: 
 
1.Invalidez causada por enfermedad: Que haya cotizado cincuenta (50) semanas dentro de 
los últimos tres (3) años inmediatamente anteriores a la fecha de estructuración y su 
fidelidad de cotización para con el sistema sea al menos del veinte por ciento (20%) del 
tiempo transcurrido entre el momento en que cumplió veinte (20) años de edad y la fecha 
de la primera calificación del estado de invalidez. 

 
2. Invalidez causada por accidente: Que haya cotizado cincuenta (50) semanas dentro de 
los últimos tres (3) años inmediatamente anteriores al hecho causante de la misma, y su 
fidelidad (de cotización para con el sistema sea al menos del veinte por ciento (20%) del 
tiempo transcurrido entre el momento en que cumplió veinte (20) años de edad y la fecha 
de la primera calificación del estado de invalidez. 
  
PARÁGRAFO 1o. Los menores de veinte (20) años de edad sólo deberán acreditar que 
han cotizado veintiséis (26) semanas en el último año inmediatamente anterior al hecho 
causante de su invalidez o su declaratoria. 
 
PARÁGRAFO 2o. Cuando el afiliado haya cotizado por lo menos el 75% de las semanas 
mínimas requeridas para acceder a la pensión de vejez, solo se requerirá que haya cotizado 
25 semanas en los últimos tres (3) años. 
Nota: las partes tachadas fueron declaradas inexequible” 
 
Con base en la historia laboral, la cual constituye la relación de cotizaciones periódicas 
obligatorias efectuados a los regímenes del sistema general de pensiones en cumplimiento 
y materializando   lo contemplado en el artículo 17 de la ley 100 de 1993, modificado por la 
Ley 797 de 2003 articulo 4, cuya importancia radica en que materializa la  fuente de 
información de cotizaciones que permite establecer si una persona puede adquirir o ser 
beneficiaria de un derecho en materia de seguridad social y pensiones; se tiene que la 
Adiestradora Colombiana de Pensiones Colpensiones emitió el reporte de semanas 
cotizadas en pensiones actualizado a 10 de diciembre de 2020, en el cual se constatan 
cotizaciones discontinuas efectuadas a favor de la demandante en el extremo temporal 
comprendido entre el día 01 de febrero de 2002 a 31 de enero de 2016, para un total de 
semanas cotizadas equivalentes a 111,14. 
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Ahora  bien, en aplicación de lo preceptuado en el artículo 39 de la ley 100 de 1993 y sus 
respectivas modificaciones, se tiene que en el extremo temporal comprendido entre el día 
el 26 de abril de 2013 y 26 de abril de 2016 tan solo se acredita 21.14 semanas, es decir 
no se satisfacen los requisitos del artículo 39 de la ley 100 de 1993, modificado por el 
artículo 1 de la ley 860 de 2003, esto es la acreditación de cincuenta (50) semanas dentro 
de los tres años anteriores a la estructuración del estado de invalidez.   
 
En lo que respecta a los presuntos aportes en mora, es procedente advertir que la afiliación 

constituye un acto vitalicio que vincula a la entidad administradora y al afiliado propiciando 

el surgimiento de derechos y obligaciones en el sistema; a través del cual se da inicio e 

inclusión al sistema general de pensiones, lo cual determina incluso el ámbito de aplicación 

La ley 100 de 1993 reguló lo relativo al régimen general de pensiones creando el sistema 

de seguridad social actualmente vigente, sin embargo, y dadas las particularidades de 

algunas labores desempeñadas y a partir de la calidad de docente que se predica de la 

demandante, el artículo 279 de norma ibidem estableció la concepción de algunos 

regímenes exceptuados así: 

“ARTÍCULO 279. EXCEPCIONES.  El Sistema Integral de Seguridad Social contenido en 

la presente Ley no se aplica a los miembros de las Fuerzas Militares y de la Policía Nacional, 

ni al personal regido por el Decreto ley 1214 de 1990, con excepción de aquel que se vincule 

a partir de la vigencia de la presente Ley, ni a los miembros no remunerados de las 

Corporaciones Públicas. Así mismo, se exceptúa a los afiliados al Fondo Nacional de 

Prestaciones Sociales del Magisterio, creado por la Ley 91 de 1989 cuyas prestaciones a 

cargo serán compatibles con pensiones o cualquier clase de remuneración. Este Fondo 

será responsable de la expedición y pago de bonos pensionales en favor de educadores 

que se retiren del servicio, de conformidad con la reglamentación que para el efecto se 

expida (…)” 

La sentencia C - 461 de 1995 MP Eduardo Cifuentes Muñoz se pronunció respecto al 

régimen de excepciones indicando: 

"la Corte considera que el establecimiento de regímenes pensionales especiales, como 

aquellos señalados en el artículo 279 de la Ley 100, que garanticen en relación con el 

régimen pensional, un nivel de protección igual o superior, resultan conformes a la 

Constitución, como quiera que el tratamiento diferenciado lejos de ser discriminatorio, 

favorece a los trabajadores a los que cobija. Pero si se determina que, al permitir la vigencia 

de regímenes especiales, se perpetúa un tratamiento inequitativo y menos favorable para 

un grupo determinado de trabajadores, frente al que se otorga a la generalidad del sector, 

y que el tratamiento dispar no es razonable, se configuraría un trato discriminatorio en 

abierta contradicción con el artículo 13 de la Carta” 

Acto legislativo 01 de 2005, que modificó el artículo 48 de la Constitución Nacional predica:  
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"Parágrafo transitorio 1o. El régimen pensional de los docentes nacionales, nacionalizados 

y territoriales, vinculados al servicio público educativo oficial es el establecido para el 

Magisterio en las disposiciones legales vigentes con anterioridad a la entrada en vigencia 

de la Ley 812 de 2003, y lo preceptuado en el artículo 81 de esta. Los docentes que se 

hayan vinculado o se vinculen a partir de la vigencia de la citada ley, tendrán los derechos 

de prima media establecidos en las leyes del Sistema General de Pensiones, en los 

términos del artículo 81 de la Ley 812 de 2003". 

Así, el artículo 279 de la ley 100 de 1993, suscita la creación de excepciones en cuanto al 

régimen general de seguridad social aplicable, en el caso concreto aplicable a los docentes 

que se encuentran inmersos a un marco normativo propio con el fin de otorgar una 

protección focalizados a ciertos sujetos.  

La ley 91 de 1989, Por la cual se crea el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 

Magisterio, en su artículo 3 indica:  

“ARTÍCULO  3. Créase el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, como 

una cuenta especial de la Nación, con independencia patrimonial, contable y estadística, 

sin personería jurídica, cuyos recursos serán manejados por una entidad fiduciaria estatal 

o de economía mixta, en la cual el Estado tenga más del 90% del capital. Para tal efecto, el 

Gobierno Nacional suscribirá el correspondiente contrato (sic) de fiducia mercantil, que 

contendrá las estipulaciones necesarias para el debido cumplimiento de la presente Ley y 

fijará la Comisión que, en desarrollo del mismo, deberá cancelarse a la sociedad fiduciaria, 

la cual será una suma fija, o variable determinada con base en los costos administrativos 

que se generen. La celebración del contrato podrá ser delegada en el Ministro de Educación 

Nacional.” 

Así mismo, el artículo 4 señala:  

“ARTÍCULO  4. El Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, atenderá las 

prestaciones sociales de los docentes nacionales y nacionalizados que se encuentren 

vinculados a la fecha de la promulgación de la presente Ley, siempre con observancia del 

artículo 2, y de los que se vinculen con posterioridad a ella. Serán automáticamente afiliados 

al Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, los docentes nacionales y 

nacionalizados que se encuentren vinculados a la fecha de la promulgación de la presente 

Ley, quienes quedan eximidos de requisito económico de afiliación. Los requisitos formales 

que se exijan a éstos, para mejor administración del Fondo, no podrán imponer renuncias 

a riesgos ya asumidos por las entidades antecesoras, las cuales reconocerán su respectivo 

valor en los convenios interadministrativos. El personal que se vincule en adelante, deberá 

cumplir todos los requisitos de afiliación de naturaleza formal o normativa y económica.” 

Además, con relación al tema la ley 812 de 2003, con la cual se modifica el régimen de 

prestaciones de los docentes, en su artículo 81 manifiesta lo siguiente:  

http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_0812_2003_pr001.html#81
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_0812_2003_pr001.html#81
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“ARTÍCULO 81. RÉGIMEN PRESTACIONAL DE LOS DOCENTES OFICIALES. El régimen 

prestacional de los docentes nacionales, nacionalizados y territoriales, que se encuentren 

vinculados al servicio público educativo oficial, es el establecido para el Magisterio en las 

disposiciones vigentes con anterioridad a la entrada en vigencia de la presente ley. Los 

docentes que se vinculen a partir de la entrada en vigencia de la presente ley, serán 

afiliados al Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio y tendrán los derechos 

pensionales del régimen pensional de prima media establecido en las Leyes 100 de 1993 

y 797 de 2003, con los requisitos previstos en él, con excepción de la edad de pensión de 

vejez que será de 57 años para hombres y mujeres…” 

A partir de lo expuesto, se tiene que la Fiduprevisora por disposiciones legales, es la 

encargada de la administración de los recursos del Fondo Nacional de Prestaciones 

sociales del Magisterio, lo cual implica que es dicha entidad a la cual le corresponde 

reconocer o no la prestación económica solicitada denominada pensión de invalidez, esto 

dada la afiliación efectiva  que tenía la demandante al ejercer su labor de docente y a favor 

de la entidad a la cual fueron realizaron los respectivos aportes, desvirtuando así la 

existencia de presuntos aportes en mora que impliquen una variación del estudio de 

prestaciones a cargo de la Administradora Colombiana de Pensiones Colpensiones.    

Por consiguiente, respecto de la Administradora Colombiana de Pensiones Colpensiones  
se suscita la figura jurídica de falta de legitimación en la causa por pasiva, teniendo en 
cuenta que la Entidad administra el Régimen de Prima Media con Prestación Definida y las 
pensiones y/o acreencias que reconoce son a favor de sus afiliados, concluyendo que el 
estudio de la prestación está en cabeza del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 
Magisterio, lo anterior debido a que el demandante se encuentra afiliado a dicha 
administradora y las cotizaciones en su calidad de docente fueron efectuadas a dicha 
entidad a quien le corresponde le estudio de las prestaciones económicas.  
 
La Corte Constitucional, ha manifestado lo siguiente: 
 
“La legitimación en la causa es una calidad subjetiva de las partes en relación con el interés 
sustancial que se discute en el proceso. Por tanto, cuando una de las partes carece de 
dicha calidad o atributo, no puede el juez adoptar una decisión de mérito y debe entonces    
simplemente    declararse    inhibido     para     fallar     el     caso     de     fondo. La 
legitimación pasiva se consagra como la facultad procesal que le atribuye al demandado la 
posibilidad de desconocer o controvertir la reclamación que el actor le dirige mediante la 
demanda sobre una pretensión de contenido material”. 
La jurisprudencia del Consejo de Estado ha señalado de manera reiterada, la importancia 
que se acredite el presupuesto de legitimación en la causa para que las partes puedan 
actuar dentro de un proceso, en este sentido está el pronunciamiento realizado mediante 
Sentencia del 25 de mayo de 2011, expediente: 20146 del 19 de octubre de 2011 y 
expediente 19630 en los siguientes términos: 
 

http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_0100_1993.html#1
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_0797_2003.html#1
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“la naturaleza jurídica de la noción de legitimación en la causa, en sentido amplio, la 
jurisprudencia constitucional se ha referido a ella, como la "calidad subjetiva reconocida a 
las partes en relación con el interés sustancial que se discute en el proceso", (Corte 
Constitucional. Sentencia C- 965 de 2003.) de forma tal, que cuando una de las partes 
carece de dicha calidad o condición, no puede el juez adoptar una decisión favorable a las 
pretensiones demandadas. Consejo de Estado, sentencia de 25 de julio de 2011, 
expediente: 20.146. 
 
Entendido así el concepto de legitimación en la causa, es evidente que cuando ella falte, 
bien en el demandante o bien en el demandado, la sentencia no puede ser inhibitoria, sino 
desestimatoria de las pretensiones aducidas, pues querrá decir que quien las adujo o la 
persona contra las que se adujeron no eran las titulares del derecho o de la obligación 
correlativa alegada, no sobra recordar lo dicho por la Sala en tal sentido, a saber: 
 
"(…) La legitimación en la causa consiste en la identidad de las personas que figuran como 
sujetos (por activa o por pasiva) de la pretensión procesal, con las personas a las cuales la 
Ley otorga el derecho para postular determinadas pretensiones. Cuando ella falte bien en 
el demandante o bien en el demandado, la sentencia no puede ser inhibitoria sino 
desestimatoria de las pretensiones aducidas, pues querrá decir que quien las adujo o la 
persona contra las que se adujeron no eran las titulares del derecho o de la obligación 
correlativa alegada (…)”. Consejo de Estado Sentencia de 23 de octubre de 1990.” 
 
Finalmente, en lo que atañe al reconocimiento y pago de intereses moratorios previsto en 
la ley 100 de 1991, es de señalar que el artículo 141 establece: 
 
 “ARTICULO 141. Intereses de mora. A partir de 1º.  De enero de 1994, en caso de mora 
en el pago de las mesadas Pensiónales de que trata la Ley, la entidad correspondiente 
reconocerá y pagará al pensionado, además de la obligación a su cargo y sobre el importe 
de ella, la tasa máxima de interés moratorio vigente en el momento en que se efectúe el 
pago.”   
 
De la lectura del artículo anterior, se puede establecer que para que procede el pago por 
concepto de intereses moratorios allí consagrados, es menester que concurran dos 
requisitos a saber; el primero que exista una pensión legalmente reconocida, y segundo 
que la administradora encargada de efectuar el pago haya incurrido en mora en el pago de 
la mesada pensional. 
En el mismo orden de ideas, la sentencia T-588 de 2003, disipo las posibles dudas que 

pudieran surgir respecto de la debida interpretación de los plazos con que cuentan las 

autoridades para responder a peticiones pensionales así: 

“(...) Como se observa, el máximo plazo para decidir o contestar una solicitud relacionada 

con pensiones de vejez, invalidez y sobrevivencia es de cuatro meses. Hasta el momento 

no hay norma alguna que fije un término diferente para la respuesta a la solicitud en materia 
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de pensión para las sociedades administradoras de fondos del régimen de ahorro individual, 

para el Seguro, o para Cajanal. En consecuencia, se debe seguir aplicando por analogía el 

artículo 19º trascrito (...) Obsérvese cómo el artículo 4º (de la ley 700 de 2001) establece 

un término de seis meses no para decidir sobre las solicitudes en materia de pensión, como 

lo hace el artículo 19º del Decreto 656 de 1994, sino para adelantar los trámites necesarios 

para el reconocimiento y pago de las mesadas; es decir, para el desembolso efectivo del 

monto de las mismas.” 

La sentencia C 1024 de 2004 MP Rodrigo Escobar Gil hace alusión al límite para 
otorgamiento de respuesta así: 
 
“Se señalaron los plazos con que cuentan las distintas autoridades para dar respuesta de 
fondo a las peticiones en materia pensional y de esa manera garantizar la efectividad de 
dicho derecho. 
 
Así, esta Corporación concluyó que el plazo es:  
 

- De quince (15) días hábiles en cualquiera de las hipótesis relacionadas con 
solicitudes de información acerca del trámite y el procedimiento para el 
reconocimiento de una pensión. Sobre la materia expuso que en cualquiera de las 
siguientes hipótesis regula el citado término, a saber: “(...) a) que el interesado haya 
solicitado información sobre el trámite o los procedimientos relativos a la pensión; 
b) que la autoridad pública requiera para resolver sobre una petición de 
reconocimiento, reliquidación o reajuste un término mayor a los 15 días, situación 
de la cual deberá informar al interesado señalándole lo que necesita para resolver, 
en qué momento responderá de fondo a la petición y por qué no le es posible 
contestar antes; c) que se haya interpuesto un recurso contra la decisión dentro del 
trámite administrativo” . 

- De cuatro (4) meses para dar respuesta de fondo a las solicitudes en materia 
pensional (reconocimiento de pensiones de vejez e invalidez, así como las relativas 
a reliquidación y reajuste de las mismas). (Decreto 656 de 1994, artículo 19 y Ley 
797 de 2003, artículo 9. 

- Debe precisarse que el término de cuatro meses no es aplicable en el caso en que 
se trate del reconocimiento del derecho a la pensión de sobrevivientes, por cuanto 
allí opera el término fijado por el artículo 1º de la Ley 717 de 2001, esto es, máximo 
"dos (2) meses después de radicada la solicitud por el peticionario, con la 
correspondiente documentación que acredite su derecho 

- Independientemente del plazo previsto para el reconocimiento, reajuste o 
reliquidación de una pensión, ninguna autoridad podrá demorar más seis (6) meses 
a partir del momento en que se eleve la solicitud por el peticionario, para realizar 
efectivamente el pago de las medas pensionales. (Artículo 4° Ley 700 de 2001” 
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La sentencia SU 065 de 2018 se pronunció respecto a los intereses moratorios indicando: 
 
“Así las cosas, la postura asumida por la Corte Constitucional, en sede de control abstracto 
y concreto, indica que las entidades encargadas del reconocimiento de prestaciones 
propias del sistema de seguridad social están obligadas a reconocer el pago de intereses 
por mora a los pensionados a quienes se les ha reconocido su derecho prestacional en 
virtud de un mandato legal, convencional o particular. Inclusive, ello sucede con 
independencia de que su derecho haya sido reconocido con fundamento en la Ley 100 de 
1993 o una ley o régimen anterior, por lo que la moratoria se causa por el solo hecho de la 
cancelación tardía de las mesadas pensionales, en aplicación del artículo 53 Superior.” 
 
Según lo reseñado anteriormente tratándose de la pensión de vejez e invalidez, resulta 
procedente a partir del sexto mes siguiente a la presentación de la solicitud de 
reconocimiento pensional y al tercer mes en los eventos que la prestación consista en 
pensión de sobrevivientes, sin embargo y dada la casuística la sentencia C-601 de 24 de 
mayo de 2000, por medio de la cual la Corte Constitucional declaro la exequibilidad del 
artículo 141 de la ley 100 de 1993 disponiendo que:  
 
“Así las cosas, para la Corte es evidente que, desde el punto de vista constitucional, las 
entidades de seguridad social están obligadas a indemnizar a los pensionados por la 
cancelación tardía de las mesadas pensionales atrasadas que se les adeudan, pues el 
artículo 53 de la Carta es imperativo y contundente al disponer que el Estado garantiza el 
derecho al pago oportuno y al reajuste periódico de las pensiones.  En este sentido, el 
artículo 141 de la ley 100 de 1993, desarrolló cabalmente este mandato superior, pues, la 
obligación de pagar oportunamente las pensiones y de asumir, en caso de no hacerlo, un 
interés de mora que consulte la real situación de la economía, es una consecuencia del 
artículo superior referido, en la parte concerniente a pensiones legales en conexidad con el 
artículo 25 ibidem, que contempla una especial protección para el trabajo.” 
 
El Honorable Consejo de Estado, Sala de lo Contenciosos Administrativo, Sección Segunda 

– Subsección B, es proceso con radicación 14001-23-33-ooo-2015-00034-01, radicación 

Interna No. 0695-2019, consejera Ponente: Sandra Lisset Ibarra Vélez se refirió al 

reconocimiento de los intereses moratorios del artículo 141 de la ley 100 de 1993 aludiendo: 

“En suma de todo lo anterior, se tiene que los intereses moratorios se causan por el retraso 

en el pago de las mesadas pensionales en consideración al título que las haga exigible, 

esto es, el acto administrativo de reconocimiento de la prestación que determine el monto 

y periodicidad de dichos pagos, pues en ese momento nacería la obligación de pagar, y en 

caso de retardo en el desembolso se causaría la mora.” 

En consecuencia, el reconocimiento de intereses pensionales solo se origina frente 

obligaciones prestacionales que se encuentran debidamente reconocidas y respecto de las 
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cuales existe retardo en el pago de las misma. Es decir, los intereses moratorios de que 

trata el artículo 141 de la ley 100 de 1993, solo están referidos a las mesadas que no se 

paguen a tiempo a partir de la fecha del reconocimiento de a respectiva pensión, situación 

que no se presenta en el caso concreto adicional a lo anterior, se tiene que la entidad 

demandada ha dado respuesta dentro de los términos de la ley.  

Por las razones y fundamentos expuesto no es procedente efectuar y reconocer la 
prestación pensional que  solicita la demandante, en este sentido, se solicita se 
despache desfavorablemente las pretensiones teniendo en cuenta la obligatoriedad de 
protección de los recursos del Estado que deben utilizarse de manera racional, 
proporcionada, y buscando un alcance que beneficie por igual a todos dando 
preeminencia a los principios contenidos en la Constitución que conceden valor superior 
a derechos a los fundamentales pero dentro de un manejo racional y acorde con las 
posibilidades reales, con el ánimo de evitar un aumento sistemático del detrimento 
patrimonial que viene sufriendo el erario como consecuencia de los fallos judiciales. 
 

PETICIÓN EN FORMA INDIVIDUALIZADA Y CONCRETA DE LAS SIGUIENTES 
PRUEBAS 

 
DOCUMENTALES: Solicito muy comedidamente sean tenidos en cuenta las aportadas con 
la demanda en todo aquello que le sea favorable a mi representado. 
 
DOCUMENTOS QUE REPOSAN EN BIZAGI DE LA ENTIDAD DEMANDADA: Solicito 
respetuosamente tener en cuenta carpeta administrativa que aporto en archivo comprimido 
donde reposa la información del afiliado en el sistema BIZAGI DE COLPENSIONES, 
entregado por la firma ARELLAÑO JARAMILLO & ABOGADOS  
 
OTRAS PRUEBAS OFICIOSAS: Las que el señor Juez consideré decretar para obtener 
certeza jurídica suficiente al momento de proferir sentencia. 
 

ANEXOS 
 
Memorial poder de sustitución, y escritura pública No 3372 del 02 de septiembre de 2019   
otorgado por COLPENSIONES al Dr. LUIS EDUARDO ARELLANO JARAMILLO.  
 

 
NOTIFICACIONES 

  
Las personales las recibiré en la secretaria de su Despacho, o en la oficina ubicada en la 
Calle 22 Norte No. 6AN -24 Edificio Santa Mónica Central oficina 606 de Cali, al igual que 
el apoderado judicial de COLPENSIONES DR. LUIS EDUARDO ARELLANO JARAMILLO. 
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El demandante y COLPENSIONES la consignada en la demanda.  
 
Atentamente, 
 
 
 
 
 
MARTHA ISABEL HERNÁNDEZ LUCERO 
CC. 1.115.078.966 expedida en Buga (v) 
T.P. No. 289.240 DEL C.S.J 
Isa-1393@hotmail.com 
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Señor 
JUZGADO SEGUNDO 002 ADMINISTRATIVO DE BUGA ORAL 
E. S. D.           
 
DEMANDANTE:  MARILENY ALVAREZ VELEZ CC 66702303                  
RADICACION:   76111333300220190032500 
MEDIO DE CONTROL:  NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 
DEMANDADOS:  ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES COLPENSIONES 
                                        MUNICIPIO DE TULUÁ VALLE DEL CAUCA 

 
REFERENCIA: EXCEPCIONES PREVIAS  
 
 
MARTHA ISABEL HERNÁNDEZ LUCERO, mayor de edad, abogada titulada y en ejercicio, 
portadora de la cédula de ciudadanía No. 1.115.078.966 de Buga (V), y T.P. No 289.240 
del C.S. de la J., actuando en mi condición de apoderada sustituta de la Administradora 
Colombiana de Pensiones Colpensiones, según poder de sustitución a mi conferido, 
respetuosamente solicito que previo trámite procesal correspondiente proceda a declarar 
PROBADA LA EXCEPCION PREVIA que expongo por los siguientes motivos:  
 

 
PRIMERO: INEPTITUD DE LA DEMANDA FALTA DE AGOTAMIENTO DE LOS 
RECURSOS DE LA ACTUACION ADMINISTRATIVA (VIA ADMINISTRATIVA) 
 

Con relación a esta excepción se trae a colación lo preceptuado en el artículo 161, numeral 

2 del CPACA el cual establece que cuando se pretenda la nulidad de un acto administrativo 

particular deberán haberse ejercido y decidido los recursos ante la entidad administrativa 

que de acuerdo con la ley sean obligatorios así mismo, de acuerdo con el artículo 76 del 

CPACA, los recursos solo proceden contra los actos administrativos particulares definitivos, 

es decir, contra aquellos actos que decidan directa o indirectamente el fondo de un asunto, 

de este modo, es de considerar que el recurso de apelación resulta indispensable para 

acceder ante la jurisdicción de lo contencioso-administrativo.  Así, respecto al caso concreto 

se tiene que a través de solicitud elevada el día 23 de enero de 2019 y distinguida con 

radicado 2019_906332, se pretendió el reconocimiento y pago de pensión de invalidez, 

solicitud que fue resuelta mediante resolución SUB 108819 del 07 de mayo de 2019, acto 

administrativo respecto del cual no se interpuso recurso de reposición y/o apelación, por lo 

expuesto se tiene que la demanda carece de los requisitos previos para demandar respecto 

de la Administradora Colombiana de Pensiones Colpensiones.  
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DECLARACIÓN 
 
Con base en lo anterior, respetuosamente solicito declarar probada la excepción propuesta 
de ineptitud de la demanda falta de agotamiento de los recursos de la actuación 
administrativa por motivos expuestos.  

 
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 

Invoco como fundamento el artículo 100 numeral 1, 9, 61; Ley 1437 de 2011 artículo 76 y 
161 numeral 2. 
 
 
 
Atentamente, 
 
 
 
 
 MARTHA ISABEL HERNÁNDEZ LUCERO 
CC. 1.115.078.966 expedida en Buga (v) 
T.P. No. 289.240 DEL C.S.J 
Isa-1393@hotmail.com 
 

mailto:Isa-1393@hotmail.com


En el campo observación de la anterior tabla, se efectúan la aclaraciones pertinentes para los casos en que se 
presenten diferencias entre los días otorgados y los días aprobados para pago. 
  
La presente notificación relaciona únicamente los valores autorizados por concepto de incapacidades y licencias 
efectuados por la Dirección de Prestaciones Económicas. Los abonos de estos valores serán realizados 
directamente por el Área Financiera. 
 
Agradecemos su atención y estamos a su disposición para atender cualquier otra solicitud.  

Bogotá D.C.,  

 
 
 
 
 
Señor(es) 
 
 
 
                           

 
 
 
 

Asunto: Notificación de Pago por Ventanilla de Prestaciones Económicas 
 
 
Respetado(a) señor(a): 
 
Reciba un cordial saludo en nombre de NUEVA EPS S.A. Agradecemos su confianza al exponernos sus 
inquietudes. 
 
Por medio de la presente le informamos que hemos realizado la aprobación de pago por concepto de 
incapacidades y/o licencias de acuerdo a su solicitud, el desembolso se hará efectivo en los días siguientes a 
recibir la presente notificación, de acuerdo a la programación de pagos de la Gerencia de Tesorería de Nueva EPS, 
presentando su documento de identificación en cualquier sucursal Bancolombia a nivel nacional. 
 

20 de enero de 2022

SANCHEZ OSPINA CARLOS ENRIQUE

 14896247

BUGA VALLE DEL CAUCA

TO  ALICANTE AP 206 TO 1

  3007940169

VO - GRC - DP 1684613 - 22

*N1684613*

Ciudad: BUGA Dirección: CARRERA 13 N° 6 - 67

Detalle de Pagos

Dirección de Gestión Operativa

.

Atentamente,

Original :   Dirección de Gestión Operativa

Elaboró Eandres H.

TIP
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DIAS 

APRO
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LIQUIDADO

VALOR 

PAGADO

TIPO 

CONTINGE

NCIA

OBSERVACION

CC 14896247 CARLOS  SANCHEZ 
OSPINA

7553536 12/12/2021 1 1 $ 30.284 $ 30.284 Enfermedad
 General

TOTAL $ 30.284

1684613 - 22VO - GRC - DPE

Carrera 85 K No. 46a - 66 Piso 2 y 3 - Teléfono: 4193000 - Línea de atención en Bogotá: 3077022 y línea gratuita nacional: 01 8000 954400 - Bogotá - Colombia

www.nuevaeps.com.co

“Recuerde  que  NUEVA EPS S.A.  tiene  a  su  disposición  varios canales  de  atención  y  servicio al Usuario,  para aclararle cualquier inquietud o
suministrarle la información que usted  requiera a través de la línea en Bogotá  3077022 y la línea gratuita 018000954400 para el  resto del país o a través de
nuestro portal en internet www.nuevaeps.com.co. Si prefiere recibir atención personalizada puede acudir a la Oficina de Atención al Afiliado más cercana”.

“Frente  a  cualquier  desacuerdo  con  esta respuesta, podrá elevar consulta a  la  Superintendencia Nacional  de  Salud, máxima  autoridad  de inspección y 
vigilancia en la materia (C.E. 009/96)”.
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Bogotá D.C.,  

 
 
 
 
 
Señor(es) 
 
 
 
                           

 
 
 
 

Asunto: Notificación de Pago por Ventanilla de Prestaciones Económicas 
 
 
Respetado(a) señor(a): 
 
Reciba un cordial saludo en nombre de NUEVA EPS S.A. Agradecemos su confianza al exponernos sus 
inquietudes. 
 
Por medio de la presente le informamos que hemos realizado la aprobación de pago por concepto de 
incapacidades y/o licencias de acuerdo a su solicitud, el desembolso se hará efectivo en los días siguientes a 
recibir la presente notificación, de acuerdo a la programación de pagos de la Gerencia de Tesorería de Nueva EPS, 
presentando su documento de identificación en cualquier sucursal Bancolombia a nivel nacional. 
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“Recuerde  que  NUEVA EPS S.A.  tiene  a  su  disposición  varios canales  de  atención  y  servicio al Usuario,  para aclararle cualquier inquietud o
suministrarle la información que usted  requiera a través de la línea en Bogotá  3077022 y la línea gratuita 018000954400 para el  resto del país o a través de
nuestro portal en internet www.nuevaeps.com.co. Si prefiere recibir atención personalizada puede acudir a la Oficina de Atención al Afiliado más cercana”.
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SUSTITUCIÓN DE PODER 

Señores 
 JUZGADO SEGUNDO 002 SIN SECCIÓN - ORAL ADMINISTRATIVO DE BUGA 
 
E.S.D. 
 

DEMANDANTE MARILENY ALVAREZ VELEZ 

CÉDULA DTE 66702303 

DEMANDADO 
ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES – 
COLPENSIONES  

RADICADO 76111333300220190032500 

MEDIO DE CONTROL NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 

ASUNTO Sustitución de poder 

 
LUIS EDUARDO ARELLANO JARAMILLO, identificado con cédula de ciudadanía No. 
16.736.240, portador de la Tarjeta Profesional No. 56.392 del Consejo Superior de la 
Judicatura, en mi calidad de Representante Legal de la sociedad ARELLANO JARAMILLO 
& ABOGADOS SAS, identificada con Nit. No. 900.253.759-1, Apoderado General de la 
ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES - COLPENSIONES, según consta 
en Escritura Pública No. 3372 del 02 de septiembre de 2019 otorgada por la Notaría Novena 
(9°) del Círculo Notarial de Bogotá, me permito sustituir el poder a mi conferido al(a) 
abogada MARTHA ISABEL HERNÁNDEZ LUCERO, mayor de edad, identificado con la 
cédula de ciudadanía No. 1.115.078.966, portador de la Tarjeta Profesional número 289240 
del Consejo Superior de la Judicatura, con las facultades propias del mandato de 
conformidad con el artículo 70 del Código de Procedimiento Civil en armonía con los 
artículos 74 y 77 del Código General del Proceso, especialmente para conciliar, transigir y 
desistir previo concepto del Comité de Conciliación y Defensa Judicial de COLPENSIONES, 
y en general presentar cualquier memorial, revisar el expediente, solicitar pruebas, pedir 
copias, solicitar nulidades, presentar recursos, actuar en primera y segunda instancia, entre 
otros, para el cabal desempeño de este mandato. 
 
Atentamente, 
 
  
 
 
LUIS EDUARDO ARELLANO JARAMILLO  
C.C. No. 16.736.240           
T.P. 56.392 C.S. de la J.   
                        
 
Acepto,                                                            
 
 
 
 
MARTHA ISABEL HERNÁNDEZ LUCERO 
C.C. 1.115.078.966 
T.P 289.240 del C.S. de la J.                 
 

http://www.aja.net.co/











































